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ASUNTO A DECIDIR

Se pronuncia la Sala sobre el recurso de APELACIÓN interpuesto por la doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRÍO, en su calidad de Juez Promiscuo del Circuito de Ituango – Antioquia, el doctor JAIRO ALBERTO RAMÍREZ GIRALDO en su condición de defensor de confianza de la disciplinada, y la doctora CONSUELO LAVERDE SALAZAR en su condición de Procuradora 125 Judicial Penal II, contra la sentencia proferida el 8 de septiembre de 2010, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia
, mediante la cual resolvió declarar responsable disciplinariamente a la primera de los precitados recurrentes, por “haber infringido el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en armonía con lo dispuesto en la Ley 65 de 1993 –Código Penitenciario y Carcelario –artículos 35, 51, 79 y ss, artículo 469 de la Ley 600 de 2000, vigente para la época de los hechos y artículos 29 y 6 de la Constitución Nacional; así como la resolución 560 del 13 de junio de 2005 de la Dirección de la Cárcel Nacional de Bellavista de Medellín”,  y como consecuencia de ello sancionarla con SUSPENSIÓN por el término de UN (1) AÑO, e inhabilidad especial por el mismo término. 

DE LA CONDUCTA INVESTIGADA

Dio génesis a la presente investigación, la queja
 presentada por el señor DIEGO MONROY AGUIRRE, con el fin de que se investigara disciplinariamente a la doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRÍO, en su calidad de Juez Promiscuo del Circuito de Ituango – Antioquia; entre otras cosas
, por sacar personalmente y en varias ocasiones a un preso de la cárcel Municipal de Ituango, acusado del delito de acceso carnal abusivo con menor de catorce años, el cual se encontraba a su disposición, entre los años 2005 y 2006. 
ANTECEDENTES PROCESALES

1.- Mediante auto del 27 de julio de 2006, el A quo avocó conocimiento, disponiendo adelantar indagación preliminar en contra de la doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRÍO, en su calidad de Juez Promiscuo del Circuito de Ituango – Antioquia. 

2.- Con proveído del 14 de agosto de 2008, se ordenó abrir investigación disciplinaria en contra de la doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRÍO, en su calidad de Juez Promiscuo del Circuito de Ituango – Antioquia, providencia que fue notificada personalmente a la disciplinada el 27 de septiembre de 2007
.
3.- En providencia del 11 de febrero de 2010, se formuló pliego de cargos a la doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRÍO, en su calidad de Juez Promiscuo del Circuito de Ituango – Antioquia, por “haber violado presuntamente el deber consagrado en el numeral 1° del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, por incumplir lo dispuesto en los artículos 6 y 29 de la C. Nacional, 79, 80 y 81 de la Ley 65 de 1993 – Régimen Penitenciario y Carcelario y lo dispuesto en la resolución 560 del 13 de junio de 2005 emanada de la Dirección de la Cárcel Nacional Bellavista”
; imputación atribuida a título de DOLO y calificada como GRAVE, considerando básicamente que la funcionaria disciplinada: i) pudo haberse extralimitado en sus funciones al abrogarse la competencia de Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad entre septiembre de 2005 y enero de 2006 cuando el proceso estaba a cargo de la Sala Penal del Tribunal Superior de Antioquia donde cursaba el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia emitida el 5 de septiembre de 2005 por el Juzgado a su cargo; ii) por desacatar la Resolución 560 del 13 de junio de 2005 emitida por la Dirección de la Cárcel Nacional de Bellavista, en la que se disponía que una vez concluidas las diligencias que se debían cumplir con el procesado en el despacho de la Juez hoy disciplinada, el mismo debía regresar a la Cárcel de origen; y iii) por haber asumido a partir de 26 de enero de 2006, funciones atribuidas a la Dirección del INPEC, respecto del trabajo intracarcelario  para la rendición de la pena.
4.- Mediante auto del 15 de abril de 2010, se pronunció el despacho sobre las pruebas solicitadas por los sujetos procesales; y con proveído del 9 de julio siguiente se corrió el traslado a los mismos para alegar de conclusión. 
5.- Dentro del respectivo término de traslado, la Representante del Ministerio Público y el defensor de confianza de la Disciplinada, alegaron de conclusión coincidiendo en solicitar la absolución de la funcionaria investigada. 
MATERIAL PROBATORIO

1.- Escrito de queja con fecha de recibido del 16 de febrero de 2006, presentadó por el señor DIEGO MONROY AGUIRRE, en contra de la doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRÍO, en su calidad de Juez Promiscuo del Circuito de Ituango – Antioquia. 
2.- Memorial presentado por la disciplinada el 20 de junio de 2006, en el que respecto de los hechos objeto del presente pronunciamiento, esto es, respecto de la salida de un interno de  la Cárcel Municipal, admitió que tal situación corresponde a la realidad, pero que ello ha sido en razón a que en aquella población ella funge como Juez de Ejecución de Penas de los condenados por cuenta de su despacho y que habiendo la posibilidad de trabajo les da la oportunidad de que rediman su pena. Además, que en el evento de presentarse una fuga, ella sería la única responsable. 
3.- Respuesta allegada por el Alcalde Municipal de Ituango, donde informa que efectivamente autorizó de manera verbal, la salida del detenido JOSÉ ARNULFO SÁNCHEZ, ante la solicitud también verbal de la Juez Promiscuo del Circuito de esa población para ejecutar labores de construcción en la granja de la Fundación ubicada en  la parte posterior del penal, la cual se encontraba encerrada en malla y era propiedad del mismo ente territorial. Además, que el cuidado del interno estaba a cargo de la funcionaria. 
4.- Copia del oficio remitido al Alcalde del Municipio de Ituango, por parte del señor Martín Villa Valderrama – Comandante de Guardia de la Cárcel Municipal-, el 16 de febrero de 2006, donde pone de presente que la funcionaria aquí disciplinada había sacado en varias ocasiones al interno ARNULFO SÁNCHEZ, el cual había sido visto en la calle y en razón a ello había recibido varias llamadas de la ciudadanía averiguando por tal situación, además que dicha funcionaria no cuenta con medidas de seguridad lo que podría ocasionar una fuga
. Lo anterior sustentado con copia de las minutas de guardia. 
5.- Diligencia de inspección judicial practicada al proceso penal No. 2005-0014 adelantado en contra del señor JOSÉ ARNULFO SÁNCHEZ, por el delito de Acceso Carnal Abusivo con menor de 14 años
.
6.- Documentación que acredita la condición de funcionaria judicial de la doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRÍO, como Juez Promiscuo del Circuito de Ituango – Antioquia; certificado sobre la carencia antecedentes disciplinarios y sobre sueldos devengados por la disciplinada. 
7.- Obran también, algunas pruebas testimoniales que resultaría irrelevante describir para la decisión que aquí habrá de adoptarse, en razón a que se refieren a las demás situaciones denunciadas en contra de la funcionaria disciplinada, y con base en las cuales fueron archivadas las diligencias a favor de la misma respecto de aquellas. 
8.- Con memorial del 7 de abril de 2007, aportó algunas fotocopias de fotografías del establecimiento carcelario en varias posiciones
.
9.- El 27 de mayo de 2010 el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, remitió las redenciones de pena concedidas a JOSÉ ARNULFO SÁNCHEZ.
 
10.- El instituto Penitenciario y Carcelario INPEC, con oficio del 1º de julio de 2010, puso a disposición certificado respecto de las condiciones de seguridad y dificultades de todo orden que se presentan para el traslado de detenidos de Medellín a Ituango y viceversa
. 

LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El 8 de septiembre de 2010 la Sala A quo resolvió declarar a la doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRÍO en su calidad de Juez Promiscuo del Circuito de Ituango – Antioquia, disciplinariamente responsable por haber incumplido el  deber consagrado en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 en concordancia con los artículos 35, 51, 79, 80 y 81 de la Ley 65 de 1993 (Código Penitenciario y Carcelario), 469 de la Ley 600 de 2000 y los artículos 29 y 6 de la Constitución Nacional; así como la Resolución 560 del 13 de junio de 2005 de la Dirección de la Cárcel Nacional de Bellavista de Medellín, sosteniendo la calificación de la falta como grave dolosa, razón por la cual al dosificar la sanción impuso a la prenombrada, suspensión del cargo por el término de un (1) año e inhabilidad especial por el mismo tiempo. 

Decisión a la que arribó tras considerar básicamente que respecto del primer hecho, esto es, el “haberse extralimitado la funcionaria disciplinada en sus funciones, por haber ordenado la salida del interno JOSÉ ARNULFO SÁNCHEZ a cumplir labores en la granja de la cárcel del Municipio de Ituango, para lo cual no estaba facultada”; que si bien es cierto obra prueba documental de que el interno prenombrado es un oficial de construcción y dada su experiencia había sido utilizado para trabajos que se realizaron en la parte posterior del centro de reclusión para un proyecto productivo con jóvenes de la población coordinados por la funcionaria  se le autorizó en la misma firma, y que siendo el señor Alcalde Director de la Cárcel Municipal, éste podía dar dicha autorización, también lo es que, entre los meses de septiembre de 2005 y febrero de 2006, el señor JOSÉ ARNULFO SÁNCHEZ, no se encontraba aún en estado de condena, por cuando la sentencia de primera instancia proferida el 5 de septiembre de 2005, fue recurrida en apelación y remitida a la Sala Penal del Tribunal Superior de Antioquia, de donde solo regresó el 20 de febrero de 2006, con sentencia ejecutoriada; significando así que entre tales meses, la detención no corría por cuenta del Juzgado Promiscuo del Circuito de Ituango, sino por cuenta de la Sala Penal del Tribunal de Antioquia, pues habiendo sido concedido el recurso de apelación en el efecto suspensivo, la disciplinada había perdido competencia para seguir conociendo del asunto. 
En cuanto al segundo aspecto, esto es, en cuanto al hecho de que la señora Juez no hubiere devuelto al recluso JOSÉ ARNULFO SÁNCHEZ a la Cárcel Nacional de Bellavista como lo había dispuesto la Dirección de ese establecimiento mediante Resolución 560 del 13 de junio de 2005, se consideró probada la responsabilidad de la funcionaria investigada por haber sido ella la que había solicitado su remisión para surtir la etapa de juzgamiento, y como la sentencia en contra del mismo se dictó desde el 5 de septiembre del mismo año, su obligación era solicitar al INPEC el traslado, máxime cuando la sentencia había sido apelada y quien decidía sobre la misma era la Sala Penal del Tribunal Superior de Antioquía con sede en la capital donde se ubica la  Cárcel mencionada. 
Se consideró igualmente, que la funcionaria disciplinada a sabiendas que no tenía competencia, se tomó atribuciones que no eran de su resorte y a las cuales le quiso dar visos de legalidad, cuando acudiendo al Alcalde Municipal de Ituango, de la manera como lo hizo, poniendo así, en entredicho su comportamiento como juez, afectando el buen nombre y la imagen de la Administración de Justicia, pero colocando también en grave riesgo la misma porque pudo haberse fugado el detenido o haber sido víctima de algún ataque. 
   DEL RECURSO DE APELACIÓN

i) Del Defensor de Confianza. 
El doctor ALBERTO RAMÍREZ GIRALDO, atacó la sentencia de primera instancia, argumentando de entrada, que de ninguna pieza procesal se pude inferir que su prohijada haya actuado con abuso de poder o falta de competencia en el asunto que se trata. 
Planteó la hipótesis de que la funcionaria inculpada nunca actuó como Juez de la República, sino como representante legal de la Fundación para la cual prestó sus servicios el detenido JOSÉ ARNULFO SÁNCHEZ a efectos de realizar la construcción de un mesón y servicios sanitarios, trabajos que se efectuaron incluso en días no hábiles, o mejor cuando el despacho judicial se encontraba inactivo. 
Sin embargo, señaló que, si en gracia de discusión, la disciplinada hubiere hecho la aludida solicitud en su condición de Juez, ello tampoco esta prohibido porque lo hizo ante la autoridad competente para ello, pues a las voces del artículo 38 del Régimen Penitenciario y Carcelario, el director de cada centro de reclusión es el jefe de gobierno interno y responderá ante el Director del INPEC del funcionamiento y control del establecimiento a su cargo, y en esas condiciones, era aquel el que tenía la facultad de disponer sobre la ejecución o no, de dichas labores.  
Señaló que, tampoco cabe ninguna responsabilidad a la doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRÍO, por no haber regresado el preso a la cárcel de Bellavista, pues era deber de la guardia del INPEC permanecer en el Despacho Judicial mientras se surtía la audiencia pública prestando la seguridad debida y retornar con el mismo a su lugar de origen, como se hace en todos los despachos judiciales.
Para el defensor, la conducta de la Juez disciplinada no causó ningún perjuicio a la comunidad y por tanto solicita se absuelva a la misma del cargo irrogado, o en su defecto, se disminuya la sanción. 
ii) De la Disciplinada. 
La doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRIO, solicitó la revocatoria de la decisión del A quo para que se le libere de lo que ella considera como una drástica sanción, considerando que su conducta estuvo encaminada únicamente a proteger a una comunidad juvenil agobiada por la violencia y la falta de oportunidades, pero nunca atentar contra la administración de justicia sino por el contrario enaltecerla. Para sustentar lo anterior, puntualizó que “para fortalecer la FUNDACIÓN ANHELOS JUVENILES de la cual soy su representante legal, con el apoyo de la Administración Municipal, en cabeza en aquella época de su Alcalde JAIME ELIAS MONTOYA, se ejecutó el proyecto de la Granja integral autosuficiente en un terreno que hace parte de la cárcel y que cuenta con las debidas seguridades, como ha quedado fehacientemente probado en la foliatura. Como era necesaria la construcción de un mesón y servicios sanitarios para el adecuado funcionamiento de la Granja, solicité al Alcalde. Director de la Centro de Reclusión, la posibilidad de designar un preso para la ejecución de las obras, frente a lo cual accedió, por lo que el detenido realizó las construcciones requerida durante los días sábados.

Sin mayores esfuerzos se colige entensoo (sic)  que no actúe con desviación o abuso del poder como lo indica la decisión de primera instancia, dado que como lo certifica el mismo Alcalde él autorizó la realización de las labores por parte del recluso JOSÉ ARNULFO SANCHEZ.…
El fallador de primera instancia incurre entonces en un grave error de apreciación probatorio en virtud de un entendimiento equivocado del alcance demostrativo de los elementos de convicción incorporados al juicio, lo cual conllevó a efectuar una desafortunada adecuación típica de mi conducta, al determinar la gravedad de la misma en la modalidad de dolosa, examinar a profundidad las circunstancias que rodearon los hechos, según lo informa la prueba legal y oportunamente recaudada, pues fijar su contenido lo tergiversó, haciéndole producir efectos que objetivamente no se desprenden de ella.”
iii) Del Ministerio Público. 
La doctora CONSUELO LAVERDE SALAZAR, Procuradora 125 Judicial Penal II  de Medellín - Antioquia, consideró que el sub judice no se configuró una extralimitación de funciones al  ordenar la salida del interno José Arnulfo Sánchez para realizar labores de construcción de una cocina y un servicio sanitario en la granja adyacente a la Cárcel Municipal de Ituango; salida que fue autorizada por el Alcalde de ese ente territorial para contribuir a la realización de un proyecto productivo dirigido por la misma disciplinada, dada la experiencia del interno como oficial de construcción, “razón de peso para concluir que su actividad, tuvo un actuar acorde con los postulados de la moralidad pública”.
De esta manera conceptuó, que en sub judice no se demuestran los elementos constitutivos de falta disciplinaria, es decir, la objetividad y la subjetividad de la misma con la finalidad de querer causar intencionalmente un resultado que lesionara o pusiera en riesgo el deber funcional y menos la administración de justicia, sino por el contrario, que las motivaciones de la inculpada fueron orientadas únicamente por fines altruistas a favor de la comunidad.   

Bajo los anteriores argumentos la Representante de la Sociedad, solicitó se revoque la sentencia apelada para que en su lugar, se absuelva de los cargos formulados a la doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRÍO.
TRÁMITE EN SEGUNDA INSTANCIA

1.- Allegadas las diligencias a esta Corporación por auto del 29 de  noviembre de 2010, quien hoy funge como Ponente avocó el conocimiento de las presentes diligencias ordenando allegar  certificado de antecedentes disciplinarios actualizados de la aquí inculpada y dar cumplimiento al contenido del artículo 90 de la Ley 734 de 2002 para los fines pertinentes. 
2.- Con memorial radicado el 28 de enero del año que avanza, la doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRÍO investigada dentro el  presente asunto, otorgó poder especial al doctor JUAN ESTEBAN ARISMENDI URIBE para que continúe ejerciendo su defensa, el cual en la misma fecha aprovechó la oportunidad para solicitar la absolución de su defendida o en su defecto, reconsiderada la sanción a ella impuesta, por resultar a todas luces excesiva y desproporcionada. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

1.- De la Competencia.

La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, es competente para conocer y dirimir este recurso de apelación de conformidad con el mandato consagrado en el artículo 256 numeral 3 de la Constitución Política, en concordancia del artículo 112 numeral 4 de la Ley 270 de 1996, y en armonía con el artículo 194 de la Ley 734 de 2002.

No  observando causal de nulidad alguna que afecte el trámite de este proceso, procede esta Sala a decidir si confirma, modifica o revoca la sentencia de primera instancia proferida dentro del asunto que nos ocupa.
2.- Del Caso en Concreto.

La investigación disciplinaria iniciada en virtud de queja  presentada por el señor Diego Monroy Aguirre, se circunscribe al hecho de que la doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRÍO, en su condición de Juez Promiscuo del Circuito de Ituango – Antioquia, sacó en varias oportunidades, de manera personal y sin que mediara solicitud ni autorización formal, a un preso de la cárcel municipal de la localidad de Ituango, concretamente al señor JOSÉ ARNULFO SÁNCHEZ quien se encontraba privado de la libertad por el delito de acceso carnal abusivo con menor de 14 años, para trasladarlo a las instalaciones de una fundación juvenil que lidera, a efectos de que éste realizará trabajos de construcción en dicho predio.

Actuación de la funcionaria que tuvo lugar entre los meses de septiembre de 2005 y junio de 2006, y gracias a que el prenombrado interno había sido trasladado de la Cárcel Bellavista de Medellín Antioquía a la Cárcel municipal de la localidad de Ituango, a solicitud suya para efectos de adelantar la etapa de juicio que dentro del proceso penal referido del cual estaba conociendo como Juez de primera instancia y en el cual profirió sentencia el 5 de septiembre de 2005, la que a su vez fue confirmada por la Sala Penal del Tribunal Superior de Antioquia el 28 de noviembre del mismo año.
3. Problema Jurídico.

El problema Jurídico en esta oportunidad, será determinar en primer lugar, si la doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRÍO en su condición de Juez Promiscuo del Circuito de Ituango – Antioquia, incurrió en la falta disciplinaria imputada por el Seccional de Instancia y si está o no, exenta de responsabilidad por haber mantenido bajo su disposición y en la cárcel de la municipalidad donde presta sus servicios, a un internó que le había sido remitido únicamente para que agotara la etapa de juzgamiento dentro del proceso que adelantaba en su contra, disponiendo además del interno para sacarlo del centró carcelario a una fundación juvenil que ella dirige a efectos de adelantar obras de construcción. 
4.- Solución del Caso en Estudio

En respuesta al primer interrogante planteado, tenemos que a las voces del artículo 230 de nuestra Carta Magna, los jueces de la República están llamados a cumplir y a hacer cumplir la ley, donde ha de entenderse por ley primeramente la Constitución Política de la cual se desprenden las demás normas creadas por el legislador para la resolución de los conflictos que se susciten entre los particulares o entre éstos y el Estado, con el propósito fundamental de administrar justicia a través de sus providencias judiciales, las que siempre deben estar precedidas por los principios básicos de imparcialidad e independencia.  

Siendo así las cosas, concluimos que resulta apenas lógico que  la inobservancia de las normas legales y el desbordamiento de la competencia atribuida por parte de un Juez de la República, pueda ser una causa suficiente para hacerle un juicio de reproche e incluso imponer una sanción disciplinaria, y en el caso particular, de probarse que efectivamente y sin una válida justificación la Funcionaria en cuestión dispuso del cumplimiento de la pena impuesta al condenado JOSÉ ARNULFO SÁNCHEZ y en esa medida mantuvo a este bajo su conocimiento cuando ya había perdido el mismo, sin lugar a dudas la dejaría inmersa en una falta disciplinaria; hipótesis a partir de la cual entraremos a hacer el análisis respectivo de la conducta de la disciplinada para poder resolver los cuestionamientos planteados, veamos: 

Se tiene probado en grado de certeza que, la doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRÍO, en su condición de Juez Promiscuo del Circuito de Ituango – Antioquia, fue a quien le correspondió conocer en primera instancia del proceso penal No. 2005-0014 adelantado en contra del señor JOSÉ ARNULFO SÁNCHEZ por el delito de acceso carnal abusivo con menor de 14 años; y que en razón a ello, mediante boleta de remisión No. 404 del 10 de junio de 2005
 solicitó a la Dirección del Establecimiento Penitenciario y Carcelario Bellavista de Medellín, el traslado del allí interno, para efectos de llevar a cabo diligencias propias del juicio, solicitud que fue atendida de manera favorable por el ente receptor mediante Resolución No. 560 del 13 de junio de 2005 por medio de la cual accedió al traslado del interno, del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Medellín a la Cárcel Municipal de Ituango, bajo la condición de que una vez terminadas las diligencias para las cuales era requerido, éste debía volver a su lugar de origen.
Del mismo modo esta probado que el 5 de septiembre de 2005,  la funcionaria en cuestión finiquitó la etapa de juicio dentro el proceso penal referido, con sentencia condenatoria de primera instancia proferida en contra del señor JOSÉ ARNULFO SÁNCHEZ, misma que fue apelada y remitida en el efecto suspensivo a la Sala Penal del Tribunal Superior de Antioquia quien mediante fallo del 28 de noviembre del mismo año la confirmó.
Por auto del 14 de noviembre de 2006, la doctora VALENCIA BERRÍO ordenó remitir por competencia el proceso penal aludido al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Antioquia, conforme al Acuerdo No. PSAA06-3559 de 2006 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura
; y en la misma dispuso informar sobre tal decisión al Director de la Cárcel Municipal de Ituango. 
Hasta entonces, y según la documental que obra en el plenario, la disciplinada no había dado la orden de devolver al condenado al centro penitenciario y carcelario de origen y tampoco, había realizado ninguna petición al INPEC para tal efecto. 
De otra parte, también se encuentra plenamente probado no solo con los documentos que militan en el dossier, tales como las copias de minutas de guardia y la certificación expedida por el Alcalde Municipal, sino con la misma versión de la disciplinada, que mientras estuvo el aludido condenado en la cárcel municipal de Ituango y concretamente entre el periodo comprendido entre el mes de septiembre de 2005 y junio de 2006, ésta lo sacaba los fines de semana (los días sábados), de manera personal,  informal y sin que mediara ninguna clase de seguridad, de dichas instalaciones, para trasladarlo a un inmueble cercano donde funcionaba o funciona una fundación juvenil dirigida por ella misma, con el supuesto objeto de que adelantara allí labores de construcción y albañilería. 
De esta manera, se da respuesta al primer interrogante planteado como problema jurídico, pues sin lugar a dudas queda objetivamente demostrada la comisión de la falta imputada en el pliego de cargos por el A quo, a la doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRÍO como Juez Promiscuo del Circuito de Ituango Antioquia, esto es, por el desconocimiento del deber previsto en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con la inobservancia de la Resolución No. 560 del 13 de junio de 2005 proferida por la Dirección de la Cárcel Nacional de Bellavista de Medellín, los artículos 35, 51, 79 a 81 del Código Penitenciario y Carcelario, el artículo 469 del Código Penal
  y los artículos 6º y 29 de la Constitución Política, que para mayor ilustración prescriben textualmente lo siguiente:

Ley 270 de 1996.

“ARTICULO 153. DEBERES. Son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda, los siguientes:

1. Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos”.

Resolución No. 560 del 13 de junio de 2005, de la Dirección del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Medellín Bellavista.

“CONSIDERANDO
Que mediante Boleta de Remisión oficio No. 404 de 10 de junio de 2005, suscrito por la Dra. LUZ STELLA VALENCIA BERRIO, Juez promiscuo del Circuito de Ituango; donde manifiesta que el interno JOSE ARNULFO SANCHEZ TD. 270143, es solicitado dentro del Radicado 2005-00014-00, el día 27 de junio de 2005, a efectos de llevar a cabo diligencias propias de la etapa del juicio.

Que la circular 134 DE LA DIRECCIÓN General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, autoriza a los Directores de Establecimientos para trasladar a los internos condenados o sindicados cuando son solicitados por las Autoridades Judiciales para la celebración de diligencias de carácter penal. Una vez terminadas las diligencias propias de la etapa del juicio y una vez la autoridad judicial no lo requiera, el interno deberá volver a su lugar de origen, según lo preceptúa la circular 134 del 27 de septiembre de 1994. …..
RESUELVE
ARTICULO PRIMERO: Trasladar al interno, del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Medellín “Bellavista”, a la cárcel municipal de Ituango.

…

ARTICULO CUARTO: El interno deberá ser regresado A SU LUGAR DE ORIGEN, una vez terminadas las diligencias propias del proceso, previa autorización del funcionario de conocimiento”.
 

Código Penitenciario y Carcelario.

“ARTÍCULO 35. EJECUCIÓN DE LA DETENCIÓN Y DE LA PENA. Son funcionarios competentes para hacer efectiva las providencias judiciales sobre privación de la libertad en los centros de reclusión, el Director General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, los Directores Regionales y los directores de los establecimientos enunciados en el Título II”. 

“ARTÍCULO 51. JUEZ DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD. <Artículo modificado por el artículo 4 del Decreto 2636 de 2004. El nuevo texto es el siguiente:> El Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, garantizará la legalidad de la ejecución de las sanciones penales. Como autoridad judicial competente para hacer seguimiento al cumplimiento de la sanción penal deberá realizar visitas periódicas a los establecimientos de reclusión que le sean asignados.

El Juez de Ejecución de Penas y medidas de Seguridad, además de las funciones contempladas en el Código de Procedimiento Penal, tendrá las siguientes:

1. Verificar las condiciones del lugar o del establecimiento de reclusión donde deba ubicarse la persona condenada, repatriada o trasladada.

2. Conocer de la ejecución de la sanción penal de las personas condenadas, repatriadas o trasladadas, cuya ubicación le será notificada por el Inpec dentro de los cinco (5) días siguientes a la expedición del acto por el cual se disponga la designación del establecimiento.

3. Hacer seguimiento a las actividades dirigidas a la integración social del interno. Para ello deberá conceptuar periódicamente sobre el desarrollo de los programas de trabajo, estudio y enseñanza.

4. Conocer de las peticiones que los internos formulen en relación con el Reglamento Interno y tratamiento penitenciario en cuanto se refiera a los derechos y beneficios que afecten la ejecución de la pena”.

“ARTÍCULO 79. OBLIGATORIEDAD DEL TRABAJO. El trabajo en los establecimientos de reclusión es obligatorio para los condenados como medio terapéutico adecuado a los fines de la resocialización. No tendrá carácter aflictivo ni podrá ser aplicado como sanción disciplinaria. Se organizará atendiendo las aptitudes y capacidades de los internos, permitiéndoles dentro de lo posible escoger entre las diferentes opciones existentes en el centro de reclusión.  Debe estar previamente reglamentado por la Dirección General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario. Sus productos serán comercializados.

ARTÍCULO 80. PLANEACIÓN Y ORGANIZACIÓN DEL TRABAJO. <Aparte subrayado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE> La Dirección General del INPEC determinará los trabajos que deban organizarse en cada centro de reclusión, los cuales serán los únicos válidos para redimir la pena. Fijará los planes y trazará los programas de los trabajos por realizarse. 

El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario procurará los medios necesarios para crear en los centros de reclusión, fuentes de trabajo, industriales, agropecuarios o artesanales, según las circunstancias y disponibilidad presupuestal. 

ARTÍCULO 81. EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DEL TRABAJO. <Aparte subrayado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE> Para efectos de evaluación del trabajo en cada centro de reclusión habrá una junta, bajo la responsabilidad del Subdirector o del funcionario que designe el director. 

El director del establecimiento certificará las jornadas de trabajo de acuerdo con los reglamentos y el sistema de control de asistencia y rendimiento de labores, que se establezcan al respecto”.
 Código Penal – Ley 600 de 2000.

“Artículo 469. Ejecución de penas y medidas de seguridad. La ejecución de la sanción penal, impuesta mediante sentencia debidamente ejecutoriada, corresponde a las autoridades penitenciarias bajo la supervisión y control del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, en coordinación con el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad”.

Constitución Política.

“Artículo 6º.- Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. 
“Artículo 29º.- El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido Proceso”.
Ahora bien, el anterior referente legal nos permite de paso, entrar a analizar la responsabilidad disciplinaria de la funcionaria inculpada de cara a los argumentos defensivos y exculpatorios presentados tanto por ésta, como por su defensor de confianza y la Representante del Ministerio Público, para concluir si es del caso confirmar, modificar o absolverla de los cargos imputados por el Seccional de Instancia. 

Entonces, dígase en primer lugar que la doctora VALENCIA BERRÍO aceptó haber realizado las actuaciones que hoy se le reprochan y por las cuales ha sido llamada a juicio, empero, en principio pretendió exculpar su actuar por un lado, en que tenía competencia y facultades plenas para disponer del interno JOSÉ ARNULFO SÁNCHEZ  debido a que el mismo se encontraba a disposición de su despacho y, a que para entonces ella cumplía funciones de juez de ejecución de penas; por otro lado, en que la situación que se dio, nunca afectó ni causó perjuicio alguno a la comunidad como tampoco a la Administración de Justicia, y finalmente, que le era completamente imposible devolver al interno a la Cárcel de origen por falta de los mecanismos idóneos de seguridad.  
Entre tanto, el defensor de confianza planteó una hipótesis muy particular: que la actuación desplegada por su defendida y reprochada por esta jurisdicción disciplinaria, nunca fue ejecutada por ella como Juez de la República sino como directora de la fundación juvenil, en otras palabras como particular. Además, que si en gracia de discusión se pensare que actuó como funcionaria judicial, la misma nunca causo un perjuicio; y que aunado a lo anterior, ella no fue la que dispuso finalmente de las salidas del interno, sino el señor Alcalde Municipal quien tenía la facultad de acceder o no a sus peticiones. 
Por su parte la Representante de la Sociedad, conceptuó que en el sub judice, no se demuestran los elementos constitutivos de falta disciplinaria, es decir, la objetividad y la subjetividad de la misma con la finalidad de querer causar intencionalmente un resultado que lesionara o pusiera en riesgo el deber funcional y menos la administración de justicia, sino por el contrario, que las motivaciones de la inculpada fueron orientadas únicamente por fines altruistas a favor de la comunidad.   
Sin embargo, para esta Sala, ninguna de las explicaciones propuestas por los impugnantes a efectos de que se revoque la decisión objeto del presente pronunciamiento, es de recibo, y menos, alcanza a eximir de responsabilidad disciplinaria en el sub judice a la funcionaria investigada. 

En efecto, la doctora VALENCIA BERRÍO como directora del proceso penal referido, conocía su deber y obligación de abstenerse de disponer del condenado una vez finiquitó la etapa del juicio y perdió la competencia en el asunto aludido al conceder en el efecto suspensivo el recurso de apelación contra la sentencia condenatoria proferida como juez de primera instancia, además, porque la remisión que había aceptado hacer la Dirección de la Penitenciaria de Bellavista de Medellín estaba condicionada a la devolución del interno una vez concluida dicha etapa. Y dígase de paso, a fin de responder a los argumentos de defensa que al respecto han sido presentados por los recurrentes, que no es que tuviera que ser la funcionaria investigada quien de manera personal se pusiera en la delicada tarea de llevar al condenado hasta la cárcel de origen, sino que bastaba –y como juez penal lo tiene que tener claro-, con una orden suya, una petición dirigida al INPEC para que dicho ente dispusiera de lo necesario para cumplir con el respectivo traslado, pero como quedó probado, ello nunca ocurrió, sino que contrario sensu siguió disponiendo del recluso aún después de proferida la sentencia confirmatoria de segunda instancia por parte de la Sala Penal del Tribunal Superior de Antioquia. 
Luego no hay lugar a pensar que por las condiciones de seguridad que realmente existieren para realizar el traslado del interno de la Cárcel Municipal de Ituango a la Cárcel Nacional de Bellavista de Medellín, a efectos de cumplir con la Resolución 560 del 13 de junio de 2005 emitida por la Dirección de dicho centro penitenciario, la Juez aquí investigada puede estar exenta de la responsabilidad que le asistía para cumplir y hacer cumplir tal disposición, porque está plenamente demostrado también, que ella pudiendo y debiendo realizar los actos positivos para lograr el cumplimiento de dicha resolución, no lo hizo, y no es que ella tuviere que llevar directa y personalmente al interno a la Cárcel de origen, pues se repite, que lo que le asistía era el deber de realizar las gestiones para tal efecto, no obstante como ello no ocurrió, claramente adecuó su comportamiento en un todo al incumplimiento del deber previsto en el numeral 1º del artículo 153 de 270 de 1996 en armonía con el numeral 4º de la Resolución 560 de 2005, que le imponía el deber de que una vez concluyera la etapa de juicio para la cual ella misma había requerido el traslado del procesado penalmente a su jurisdicción, dispusiera su regreso.
Ahora bien, en punto a lo planteado por la defensa, el ministerio público y la misma disciplinada respecto de la competencia que tenía o no, la Juez Promiscuo del Circuito de Ituango para ejercer funciones de Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad respecto de los asuntos que tenía su cargo, dígase que si en gracia de discusión pensáramos que como la creación de los Jueces de Ejecución de Penas para el Departamento de Antioquia se dio solo a partir del 1º de septiembre de 2006, en aplicación del acuerdo PSAA06-3559 del 10 de agosto de 2006, y que entonces  a partir del 21 de enero de 2006, efectivamente la Juez tenía facultades de Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad por estar el condenado detenido en la Cárcel de esa municipalidad y como tal debía garantizar el cumplimiento de la obligatoriedad del trabajo intracarcelario para la reducción de la pena conforme el artículo 79 de la Ley 65 de 1993; lo cierto es que tal situación nunca se dio, o mejor el supuesto trabajo que desarrollo el condenado a solicitud de la aquí disciplinada nunca se tuvo en cuenta para tales efectos según la información remitida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad
 donde se detalla la reducción de la pena que se aplicó al sentenciado y en donde en ningún lado aparece que los trabajados desempeñados a ordenes de la aquí disciplinada hubieren sido tenidos en cuenta para dicho subrogado. 
Pero obviando lo anterior, es claro que aquel detenido a partir de la concesión del recurso interpuesto contra la sentencia de primera instancia emitida por la Juez en cuestión, esto es, desde el 25 de septiembre de 2005, ya no se encontraba bajo su dirección, y aun así, siguió disponiendo de él incluso hasta junio de 2006 según dan cuenta las copias de la minuta de guardia de la cárcel municipal, prueba de la cual entre otras cosas, se resalta que obra una constancia expresa del día 25 de marzo de 2006 que a la letra dice: “Una vez se presenta en las instalaciones de la cárcel la señora Juez Luz Stella Berrío para sacar fuera de la cárcel sin ningún escolta de seguridad (policía o guardia de la cárcel) al interno Luis Arnulfo Sánchez, condenado por el delito de acceso carnal con menor de 14 años condenado por el despacho de la señora Juez a 7 años de prisión. Ya mediante medio escrito manifeste a el señor Director de la cárcel que no estoy de acuerdo ya que en cualquier momento dicho interno puede fugarse y hasta el momento no se ha respondido nada, por el contrario la señora Juez me ha manifestado que ella autónoma y que lo puede sacar a el interno cuando ella quiera, para no tener problemas con la señora Juez le hago entrega de el interno y procedo mediante llamada telefónica a informar a el señor secretario de gobierno señor Alberto Calle. Subrayo que la señora Juez no cuenta con los medios para impedir que el señor Arnulfo Sanchez –no se entiende la letra- si quiere huir”
 (Sic a lo transcrito). 
Prueba idónea de la cual se advierte claramente que la señora Juez, si actuaba como tal y no como una simple persona particular, sino que por el contrario utilizaba su investidura y la competencia que en algún momento tuvo sobre el asunto penal referido, para persuadir no solo a los guardias de seguridad de la centro carcelario sino también al mismo Alcalde, para que accedieran a sus peticiones de disponer del recluso para que efectuara labores que a la postre no le sirvieron de nada, y que fácilmente podrían traducirse en una explotación ilegal que sin lugar a dudas y contrario a lo que ha sostenido inexplicablemente el ministerio público, si causaron un perjuicio al buen nombre de la administración de justicia, e incluso, bien hubiere podido generar una responsabilidad mayor del Estado por culpa de ésta funcionaria, que sin lugar a dudas se extralimitó en sus funciones sin justificación alguna, y ahora debe responder por ello. 
Y es que resulta ser tan grave la actuación de la funcionaria aquí investigada que teniendo las condiciones de una Juez Penal conocedora de la aplicación de dicha rama del derecho, sin ningún problema y de manera verbal promovió la salida de una persona que se encontraba privada de la libertad, entiende la Sala por su alta peligrosidad, pues recuérdese que se trataba de un hombre condenado nada más y nada menos por el delito de acceso carnal abusivo en menor de catorce años, situación que por si sola permite dimensionar el grave perjuicio que causó la conducta de la disciplinada al sacar bajo su responsabilidad como lo muestran las pruebas documentales y como ella misma lo ha admitido, a dicha persona que a no dudarlo representaba un gran peligro para los mismos jóvenes que hacían parte de la aludida fundación juvenil que dirige y en general para la misma sociedad y para la víctima de aquel punible, porque bien hubiere podido fugarse dicho preso, con lo cual ciertamente puso en riesgo la misma medida de aseguramiento impuesta al detenido.
Con todo, la disciplinada predeterminó su comportamiento hacía la comisión de la falta disciplinaria imputada, pretendiendo ahora convalidar su actuar con la autorización verbal e informal –pese a tratarse de un asunto tan delicado- que le dio el Alcalde para sacar a dicho preso de la Cárcel los días sábados, sin ninguna seguridad y únicamente bajo su cuidado y responsabilidad lo que a juicio de esta Sala no tienen ninguna presentación, cuando la verdad es que ella no tenía si quiera competencia para disponer del reo, ignorando así las normas de la Ley 65 de 1993, que regulan la competencia de los funcionarios del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, las que tal como lo dijo el A quo, para nada le importaron a la Juez, que las ignoró, apartándose del deber de cumplir y hacer cumplir las mismas, y que lejos esta de pensarse que no las conocía.   
Ahora bien, no puede aceptarse entonces, que la Juez tuviera las facultades de Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad porque entre septiembre de 2005 y el 20 de enero de 2006 (cuando llegó ejecutoriada la sentencia de segunda instancia), el proceso no estaba bajo su responsabilidad sino de su Superior Funcional el Tribunal; además porque así hubiere estado el mismo a su cargo, la sentencia no estaba ejecutoriada hasta entonces y según el artículo 35 de la Ley 65 de 1993, la competencia de los Jueces de Ejecución de Penas está limitada a hacer efectivas las providencias judiciales condenatorias  sobre la privación de la libertad. Pero como si lo anterior fuere poco, a voces del artículo 51 de la misma norma se encuentran taxativamente enumeradas las actuaciones que le corresponde conocer a dicho funcionario sin que aparezca allí, la tarea de coordinar el trabajo intracarcelario
, además porque hasta esa fecha el reo aún no había adquirido la condición de condenado como para que se pusiera en marcha el trabajo intracarcelario que sólo es obligatorio para los condenados según lo dispone el artículo 79 ibídem, normas todas estas que igualmente fueron desconocidas por la aquí disciplinada, así como también el contenido de los artículos 80 y 81 ídem porque se abrogó la competencia allí consignada, únicamente para la Dirección General del Instituto Penitenciario y Carcelario reglamentación, respecto de la planeación y organización del trabajo carcelario para los condenados. 
De otro lado, no puede aceptarse tampoco que el comportamiento de la Juez VALENCIA BERRÍO, estuviere enmarcado dentro de lo que se denomina como ilicitud sustancial, y menos dentro de los principios de autonomía e independencia judicial, pues en primer lugar y en lo que se refiere a la ilicitud sustancial, no puede perderse de vista que, si bien el artículo 17 de la entonces Ley 200 de 1995 disponía como finalidades de la Ley y Sanciones Disciplinarias, el cumplimiento de los fines y funciones del Estado en relación con las conductas de los servidores públicos que  los afectaran o pusieran en peligro; hoy en el artículo 16 de la Ley 734 de 2002, se prevé la sanción disciplinaria como función preventiva y correctiva, para garantizar la efectividad de los principios y fines previstos en la Constitución, la ley y los tratados internacionales que se deben observar en el ejercicio de la función pública, lo cual implica que el derecho disciplinario se convierte en custodio de esa relación de sujeción dada por la función pública encomendada. 

De allí que el mismo legislador disciplinario dispuso la ilicitud sustancial cuando se afecte el deber funcional sin justificación alguna (Art. 5° Ley 734/2002). Entonces no es el resultado lo que condiciona la operabilidad del derecho disciplinario para entrar a determinar juicios de responsabilidad, máxime cuando en esta área impera el comportamiento de mera conducta, sin que por ello se pueda decir que se está en presencia de responsabilidad objetiva alguna, precisamente proscrita en este derecho sancionador, sólo que una vez demostrada la sustracción del funcionario a ese deber que le es inherente y al cual está sujeto por el vínculo mismo con la administración, se da cabida al rigor del derecho disciplinario. 

Así, puede afirmarse con toda certeza, que en esta materia no existe un bien jurídico en estricto sentido, sólo se reconoce la infracción a deberes precisamente por esa relación de sujeción, la cual necesita de controles o reglas de conducta para exigir del funcionario el cumplimiento de los fines y funciones como rezaba el artículo 17 de la Ley 200 de 1995; por ende, no se requiere del daño para la configuración del ilícito disciplinario, porque entonces bastará haber ido en contravía de la obligación que la función pública le exigía, en este caso, haber desconocido el deber jurídico de cumplir y hacer cumplir la ley, sobre todo cuando objetiva y subjetivamente estuvo en la posibilidad de hacerlo, función que como funcionaria judicial le asistía en garantía de los principios y fines que la rigen en la Ley 270 de 1996, obviamente sin justificación alguna; con todo, en el sub examine, el perjuicio causado a la administración de justicia quedó plenamente demostrado, con la misma gravedad de los actos ejecutados por la disciplinada, la cual puso en peligro a la sociedad y a la juventud de dicha localidad donde ella funge como Juez.  
Entre tanto que, los principios de autonomía e independencia judicial, encuentran su límite cuando resulta evidente que la conclusión fáctica sobre la cual se sustenta la decisión o la actuación del funcionario judicial no corresponde a la realidad probatoria, y cuando como en el caso que nos ocupa, se trató de un desconocimiento claro de la ley, tornándose en un comportamiento arbitrario e injusto de esta funcionaria. 

De esta manera surge evidente que el cargo imputado a la aquí disciplinada está llamado a prosperar, porque no encontró justificación alguna; quedando así contestado el segundo interrogante propuesto al inició de las presentes consideraciones. 

Finalmente, y en lo referente a la graduación de la sanción, dígase que tampoco habrá de modificarse la misma, pese a los argumentos expuestos por la defensa en el sentido de que ésta resulta exagerada si se tiene en cuenta que la conducta de la investigada no causó perjuicio alguno sino que por el contrario estuvo orientada con fines altruistas en pro de beneficiar la comunidad y particular a un grupo de jóvenes; pues como quedó demostrado y advertido atrás, la conducta de la disciplinada perjudicó el buen nombre de la Administración de Justicia, puso en peligro a la comunidad en general, puso en peligro el cumplimiento de la medida de seguridad impuesta al condenado, afecto el debido proceso y dejó en evidencia una clara extralimitación de las funciones de quien en representación del Estado se suponía administraba justicia y protegía los derechos de los asociados. 
Entonces, la sanción que merece este tipo de conductas reprochables, que a no dudarlo se enmarcan dentro de la calificación GRAVE DOLOSA conforme los razonamientos que nos llevaron al juicio de responsabilidad, es necesariamente tal como lo advirtió el A quo, la suspensión del cargo e inhabilidad especial a voces del artículo 44 numeral 2º de la Ley 734 de 2002, que atendiendo a los criterios descritos en el artículo 47 ibídem e incluso a la ausencia de antecedentes disciplinarios de la funcionaria inculpada, debe mantenerse por el término de un (1) año, al compartirse integralmente los argumentos que para tal efecto realizó el Juez Disciplinario de Primera Instancia. En tales condiciones, habrá de confirmarse integralmente la sentencia apelada. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en uso de sus atribuciones Constitucionales y Legales,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR integralmente la providencia apelada proferida el 8 de septiembre del 2010, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, por medio de la cual resolvió sancionar con suspensión del cargo por el término de un (1) año e inhabilidad especial por el mismo tiempo a la doctora LUZ STELLA VALENCIA BERRÍO,  identificada con cédula de ciudadanía No. 42.677.900 en su calidad de JUEZ PROMISCUO DEL CIRCUITO DE ITUANGO – ANTIOQUIA, al hallarla disciplinariamente responsable del incumplimiento del deber previsto en el artículo 153 numeral 1º de la Ley 270 de 1996 en concordancia con la inobservancia de la Resolución No. 560 del 13 de junio de 2005 proferida por la Dirección de la Cárcel Nacional de Bellavista de Medellín, los artículos 35, 51, 79 a 81 del Código Penitenciario y Carcelario, el artículo 469 del Código Penal
  y los artículos 6º y 29 de la Constitución Política. 
SEGUNDO: Contra esta decisión no procede recurso alguno.

TERCERO: Líbrense las comunicaciones a que hace referencia el artículo 220 de la Ley 734 de 2002. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
        JOSE OVIDIO CLAROS POLANCO  

                  Presidente
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� Folios 537 a 540.


� Folios 543 a 561.


� Folio 564.


� Según prueba documental que obra a folio 122. 


� “Por el cual se trasladan los Juzgados Séptimo y Octavo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, Distrito Judicial de Medellín.”


� Ley 600 de 2000 aplicable para la época de los hechos.


� Folio 122.


� Visible a folio 542.


� Folio 65.


� “ARTÍCULO 51. JUEZ DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD. El Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, garantizará la legalidad de la ejecución de las sanciones penales. Como autoridad judicial competente para hacer seguimiento al cumplimiento de la sanción penal deberá realizar visitas periódicas a los establecimientos de reclusión que le sean asignados.





El Juez de Ejecución de Penas y medidas de Seguridad, además de las funciones contempladas en el Código de Procedimiento Penal, tendrá las siguientes:





1. Verificar las condiciones del lugar o del establecimiento de reclusión donde deba ubicarse la persona condenada, repatriada o trasladada.





2. Conocer de la ejecución de la sanción penal de las personas condenadas, repatriadas o trasladadas, cuya ubicación le será notificada por el Inpec dentro de los cinco (5) días siguientes a la expedición del acto por el cual se disponga la designación del establecimiento.





3. Hacer seguimiento a las actividades dirigidas a la integración social del interno. Para ello deberá conceptuar periódicamente sobre el desarrollo de los programas de trabajo, estudio y enseñanza.





4. Conocer de las peticiones que los internos formulen en relación con el Reglamento Interno y tratamiento penitenciario en cuanto se refiera a los derechos y beneficios que afecten la ejecución de la pena”.








� Ley 600 de 2000 aplicable para la época de los hechos.
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